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V
Introducción
estía blusa blanca de tirantes de cuello en V y bras­
sier color negro, colocados ambos por encima de la 
región mamaria y se observaba en el pezón derecho 
herida plana de 5 mm que cercenó la punta de éste. 
El estado de conservación del cuerpo era incomple­
to. Se encontraba en posición decúbito dorsal con 
la extremidad cefálica apuntando hacia el sur, las 
extremidades inferiores en dirección contraria y las 
superiores extendidas por encima de la extremidad 
cefálica. Presentaba acartonamiento en la piel. El crá­
neo descarnado en su parte posterior. Cabello esca­
so con cortes irregulares. Se encontraba cubierto de 
vegetación propia del lugar. Se establece causa de la 
muerte indeterminada y el tiempo de la muerte de 
cuatro a seis semanas.1 

Esto fue prácticamente lo último que supieron la 
madre y los hermanos de Laura Berenice Ramos Mo­
nárrez, quien tenía 17 años y fue encontrada en un 
campo algodonero el 6 de noviembre de 2011, según 

documenta la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (cidh). Este caso sirve para visualizar 
el desmesurado nivel de violencia que afecta a las 
mujeres desde hace décadas. Pero lo peor es que, 
pese a las icónicas sentencias2 en las que se ha con­
denado al Estado mexicano por las omisiones en la 
atención a estos crímenes y muchos otros que se 
vinculan con la violencia de género, a más de siete 
años de la localización de los cuerpos de Laura Be­
renice Ramos Monárrez, Claudia Ivette González y 
Esmeralda Herrera Monreal en aquel campo algo­
donero, pareciera que la realidad de la violencia de 
género en poco ha cambiado y que la impunidad, 
fomentada por la discriminación hacia las mujeres, 
tampoco se ha quedado atrás.

Contexto de violencia de género 
A raíz de que la sociedad civil levantó la voz y co­
menzó a denunciar públicamente los casos de 

Ante el carácter nacional y urgente que ha adquirido la 
alerta de violencia de género contra las mujeres, Impuni­
dad Cero y tojil sintetizan este decálogo, para ofrecer una 
perspectiva de género indispensable para que nuestro sis­
tema de justicia penal logre advertir las acciones, omisio­
nes y actitudes que las discriminan.
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garantizar el derecho de las mujeres a una vida sin 
violencia y el acceso a la justicia. Conforme a los 
delitos más recurrentes, podemos comparar a las 
distintas entidades federativas y obtener la infor­
mación desplegada en las gráfi cas 1 a 4.

A partir de los datos señalados se advierte que 
existen tasas mucho más bajas en los estados de 
Baja California Sur, Querétaro y Tlaxcala, así como 
tendencias altas en entidades como el Estado de 
México, Nuevo León y Veracruz. Llama la atención 
el caso de Colima, pues ocupa los primeros lugares 
en   los delitos de obligaciones, violencia familiar 
y feminicidio. A su vez, los indicadores muestran 
que en cualquier entidad del país existe una proba­
bilidad muy alta de que una mujer pueda convertir­
se en una víctima más de la sistemática violencia 
de género. Recientemente, la ofi cina de onu Muje­
res dio a conocer que cada día nueve mujeres son 
asesinadas en México, seis de cada 10 mexicanas 
han sido víctimas de algún episodio de violencia a 
lo largo de su vida y 41.3% de las mujeres han sido 
víctimas de agresiones sexuales.5

Durante muchos años, la comunidad internacio­
nal ha manifestado su preocupación por los niveles 

homicidios de mujeres en 1993 en la fronteriza 
Ciudad Juárez, México cobró notoriedad interna­
cional por su desmedida violencia. Sin embargo, 
25 años después nada ha cambiado: actualmente 18 
de las 32 entidades federativas, el 56% del territorio 
nacional, se encuentra formalmente declaradas en 
Alerta de Violencia de Género contra las Mujeres.3

Adicionalmente, las cifras del Secretariado Eje­
cutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública 
(sesnsp) muestran que, de enero a diciembre  de 
2018, se iniciaron 845 investigaciones por feminici­
dios, 11,593 por el delito de violación simple, 2,965 
por violación equiparada, 18,288 por abuso sexual, 
2,825  por acoso sexual, 1,222  por hostigamiento 
sexual, 178,561 por violencia familiar, 20,806 por 
el incumplimiento de obligaciones de asistencia 
familiar, 1,992 por violencia de género en todas sus 
modalidades distinta a la violencia y 305 por trata 
de personas. De ahí que tengamos 234,586 inves­
tigaciones asociadas con violencia de género, co­
rrespondientes aproximadamente a 12.62% de toda 
la incidencia delictiva nacional durante ese perio­
do.4 Lo anterior demuestra que el Estado mexica­
no se ha visto imposibilitado —rebasado— para 

Gráficas 1-4Gráficas 1-4
Tasas de Incidencia por delito por cada 100 mil habitantes en 2018

Fuente: elaborado propia con datos del SESNSP y CONAPO.Fuente: elaborado propia con datos del SESNSP y CONAPO.
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2. Violación simple
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3. Violencia familiar
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4. Incumplimiento por obligaciones
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a la mujer a un rol de subordinación en el ámbito 
familiar, lo cual impacta directamente en su posi­
bilidad para salir de un ciclo de violencia. En ese 
sentido, la relatora instó al Estado para poner a dis­
posición de las mujeres, herramientas y opciones 
cuyo fi n último fueran la obtención de autonomía 
y con ello el acceso a una vida libre de violencia.10

Perspectiva de género 
Además de la amplia numeralia sobre los delitos 
asociados a la violencia de género, es importante 
destacar que la gravedad de la afectación que se ge­
nera con la comisión de estos delitos no resulta úni­
camente a su asociación con un alto porcentaje de 
la incidencia delictiva nacional, sino también a que 
su comisión implica menoscabar y exacerbar las 
condiciones de desigualdad entre mujeres y hom­
bres que históricamente han permeado a nuestro 
país y al ser considerados “crímenes de odio en ra­
zón del género”. En este sentido, para identifi car en 
qué consiste la perspectiva de género resulta rele­
vante considerar lo establecido por la Convención 
sobre la Eliminación de todas las formas de Dis­
criminación contra la Mujer (cedaw, por sus siglas 
en inglés),11 la cual establece en su artículo prime­
ro, “Sobre la discriminación contra la mujer”, que 
en su concepción implica toda distinción, exclusión 
o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o 

de violencia contra las mujeres en México, así co­
mo sobre los índices de impunidad y tolerancia a 
dicho fenómeno. Si bien se reconocen los gran­
des esfuerzos llevados a cabo por las instituciones 
mexicanas, hay una reiterada preocupación por la 
situación de las mujeres víctimas de violencia de 
género en nuestro país, en particular sobre la nece­
sidad de garantizar resultados en la investigación 
de los casos, promover programas de apoyo y pro­
tección, establecer modelos de atención y medidas 
de prevención para la reducción de la violencia.6 
De acuerdo con la Encuesta Nacional sobre la Diná­
mica de las Relaciones en los Hogares (endireh) 
2016, entre los principales motivos por los que las 
mujeres no solicitaron apoyo o no denunciaron las 
agresiones físicas o sexuales de su actual o más re­
ciente pareja, esposo o novio se encuentran los si­
guientes:7 a) se trató de algo sin importancia que no 
la afectó (46%), b) por miedo a las consecuencias 
(8%), c) por vergüenza (8%), d) por no saber cómo 
ni dónde denunciar (7%), e) por sus hijos (5%), f) 
por no querer que su familia se enterara (5%), g) por 
no confi ar en las autoridades (4%) y, h) porque su 
esposo o pareja van a cambiar (4%).8

La relatora de Naciones Unidas sobre violencia 
contra la mujer, con motivo de su visita a México 
en 2006,9 resaltó que la cultura misógina predo­
minante en nuestra sociedad continúa relegando 

Figura 2
¿Por qué las mujeres no denunciaron en México?

Fuente: ENDIREH 2016.Fuente: ENDIREH 2016.
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general y otra particular: la primera como principio 
rector de las políticas públicas que a nivel nacional 
y local se generan; la segunda, para cada caso en 
concreto, al momento en que quienes desempe­
ñan funciones de ministerio público, policiales, de 
defensoría, de asesoría jurídica o jurisdiccionales 
y por motivo de su función estén en contacto con 
mujeres, ya sea en su calidad de víctimas, investi­
gadas o acusadas por el delito.

Marco jurídico aplicable y los derechos 		
de las mujeres víctimas de violencia
Si bien es cierto que existen avances sustanciales 
respecto al marco jurídico que ha adoptado México 
para combatir la violencia contra las mujeres por 
motivo de su género, como el reconocimiento de sus 
derechos y la implementación de instancias especia­
lizadas de protección, así como recursos jurídicos 
para hacer efectivos estos derechos, la realidad es 
que no se ha podido constatar el ejercicio efectivo 
de esos derechos cuando es víctima de un delito de 
género o imputada por motivo de su género en la 
operación de las instituciones de procuración e im­
partición de justicia. El camino del Estado mexicano 
para garantizar los derechos de las mujeres inició en 
1981, con la suscripción y la ratificación de la cedaw. 
A partir de la entrada en vigor de dicha convención 
se han diseñado e implementado múltiples políti­
cas públicas, dirigidas a alcanzar la igualdad entre 
mujeres y hombres, así como a erradicar la discrimi­
nación y la violencia contra mujeres y niñas. Como 
parte del marco jurídico vinculante en nuestro país 
en torno a la prevención, investigación y sanción de 
los delitos de violencia contra la mujer, se destaca 
un robusto esquema de ordenamientos, entre los 
cuales sobresalen aquellos indicados en la Tabla 1  
y en la Tabla 2 se relacionan las aportaciones de los 
instrumentos jurídicos en México. 

Entre 2012 y 2016 se promulgaron importantes 
leyes para el ejercicio de los derechos de las muje­
res: Ley General de Víctimas, Ley de Amparo, Código 
Nacional de Procedimientos Penales, Ley General de 
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, Ley 
Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución 
de Controversias en Materia Penal, Ley Nacional de 
Ejecución Penal y Ley Nacional del Sistema Integral 
de Justicia Penal para Adolescentes. Es importante 
destacar que la Ley General de Víctimas crea el Sis­
tema Nacional de Atención a Víctimas y opera con 
la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas (ceav) 
federal y las comisiones estatales, autoridades en­
cargadas de garantizar los derechos de las víctimas 
de todos los delitos, incluyendo aquellos de género. 

resultado menoscabar o anular el reconocimiento, go-
ce o ejercicio por la mujer, independientemente de su 
estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y 
la mujer, de los derechos humanos y las libertades fun-
damentales en las esferas política, económica, social, 
cultural y civil o en cualquier otra esfera.

De lo anterior, surgen las interrogantes ¿cómo 
debe atenderse la desigualdad y discriminación en 
contra de la mujer? y ¿cuál es el rol o función de la 
perspectiva de género? Para responderlas destaca 
la interpretación del Poder Judicial de la Federa­
ción en el criterio Tesis: IV.2o.A.38 K (10a.),12 en que 
se expone el compromiso adquirido por el Estado 
mexicano al momento de incorporar los tratados 
internacionales a su orden normativo, respecto a la 
adopción de medidas pertinentes para eliminar la 
violencia en contra de las mujeres, condenar toda 
forma de violencia, así como actuar con la debida 
diligencia para prevenir, investigar y sancionar to­
do tipo de violencia contra las mujeres, entre otros. 
Por su parte, la Ley General de Acceso a las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia ha conceptualizado 
la perspectiva de género como: 
	 …una visión científica, analítica y política sobre 

las mujeres y los hombres. Se propone elimi­
nar las causas de la opresión de género como la 
desigualdad, la injusticia y la jerarquización de 
las personas basada en el género. Promueve la 
igualdad entre los géneros a través de la equi­
dad, el adelanto y el bienestar de las mujeres; 
contribuye a construir una sociedad en don­
de las mujeres y los hombres tengan el mismo 
valor, la igualdad de derechos y oportunidades 
para acceder a los recursos económicos y a la 
representación política y social en los ámbitos 
de toma de decisiones…13

Para efectos prácticos, la perspectiva de género es 
equiparable a unos anteojos que permiten a quien 
los usa advertir una serie de acciones, omisiones y 
actitudes que las personas realizan en la vida coti­
diana basadas en estereotipos, roles preconstitui­
dos y señalamientos discriminatorios por el hecho 
de que una persona sea mujer y que debe tomarse 
conciencia de esas acciones para erradicarlas o en 
su caso generar acciones afirmativas que permitan 
generar un plano de equidad. Así, en el ámbito de la 
investigación, persecución y juicio de los delitos, 
la perspectiva de género debe traducirse en hacer 
realidad el derecho a la igualdad para garantizar el 
acceso a la justicia y remediar, en un caso concreto, 
situaciones asimétricas de poder. De esta manera, 
su aplicación debe contar con una connotación 
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Sistema Nacional para la Igualdad entre Mu-
jeres y Hombres (snimH). La Ley General para la 
Igualdad entre Mujeres y Hombres sentó las bases 
jurídicas para la coordinación entre los tres órde­
nes de gobierno, lograr una igualdad sustantiva y 
eliminar la discriminación contra la mujer. Esta ley 
crea tres mecanismos para impulsar la igualdad: 
el snimh, el Programa Nacional para la Igualdad 
entre Hombres y Mujeres y el Instituto Nacional 
de las Mujeres (Inmujeres). El snimh consta de un 
conjunto de estructuras transversales, métodos que 
fomentan la igualdad y procedimientos estableci­
dos por entidades gubernamentales, organizacio­
nes sociales y autoridades de estados y municipios 

Cabe precisar que el acceso a la justicia compren­
de también el derecho a la verdad, a la reparación 
integral y a las garantías de no repetición median­
te medidas adecuadas de protección y políticas de 
prevención, sensibilización y concientización. Así, 
de manera secundaria, los delitos contra la mujer 
violentan principalmente el derecho a no ser dis­
criminada y el derecho a la igualdad, sus derechos 
reproductivos y el derecho a la salud.

Mecanismos institucionales
El marco jurídico ha creado diversos instrumentos 
para garantizar los derechos de mujeres y niñas, 
entre los que destacan:

Tabla 1
Síntesis del marco jurídico vinculante en México

Instrumentos nacionales Instrumentos internacionales Sentencias de la CIDH

Constitución Política de los Estados   
Unidos Mexicanos
Ley Federal para Prevenir y Eliminar   
la Discriminación (LFPED)
Ley General para la Igualdad entre Mujeres  
y Hombres
Ley General de Acceso de las Mujeres   
a una Vida Libre de Violencia
Ley General para Prevenir, Sancionar   
y Erradicar los Delitos en Materia de Trata  
de Personas y para la Protección y Asistencia  
a las Víctimas de estos Delitos

Carta de la Organización de las Naciones 
Unidas
Declaración Universal de Derechos Humanos
Pacto Internacional de Derechos Civiles  
y Políticos
Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales
Convención Americana sobre Derechos 
Humanos
Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra  
la Mujer (Convención de Belém do Pará)
Convención sobre la Eliminación de Todas  
las Formas de Discriminación Contra   
la Mujer (CEDAW)
Declaración sobre la Eliminación   
de la Violencia Contra la Mujer

Caso González y otras (“Campo Algodonero”)  
vs. México (sentencia del 16 de noviembre  
de 2009)
Caso Fernández Ortega y otros vs.   
México (sentencia del 30 de agosto de 2010)
Caso Rosendo Cantú y otra vs. México  
(sentencia del 31 de agosto de 2010)
Caso mujeres víctimas de tortura sexual 
en Atenco vs. México (sentencia del 28  
de noviembre de 2018)

Fuente: Elaboración propia.

Tabla 2
Aportaciones de los instrumentos jurídicos en México

Instrumento Aportaciones

Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación (LFPED) Mayores garantías en igualdad, obligaciones a los tres poderes y 
medidas de reparación.

Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia Solicitudes de Alerta de Violencia de Género contra las Mujeres (AVGM).
Tipificación del feminicidio conforme al Código Penal Federal.
Emisión de medidas de protección y que la Fiscalía General de la 
República (FGR) deba tener un registro público de delitos cometidos 
contra las mujeres.
Protocolos con perspectiva de género para la búsqueda inmediata de 
mujeres y niñas desaparecidas y para la investigación de los delitos 
de discriminación, sexuales, feminicidio, trata de personas y contra la 
libertad.

Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en 
Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia 
a las Víctimas de estos Delitos

Tipificación y sanción del delito de trata homologadas en todo el país.

Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres Obligación de asignar presupuestos estatales para la política de 
igualdad, la igualdad en el empleo y las condiciones de trabajo.

Fuente: Elaboración propia.
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de los centros dependen de fiscalías y vicefiscalías, 
algunos pocos de la Secretaría de Gobierno o de la 
Secretaría de Seguridad Ciudadana.

Algunos de los casos de éxito identificados co­
mo mejores prácticas en la atención, investigación, 
sanción e incluso prevención de delitos de género, 
se encuentran estrictamente vinculados con los 
cjm. Los cjm buscan brindar acceso a la justicia pa­
ra las mujeres víctimas de violencia de género, me­
diante diversos procesos a través de los que puedan 
detener el ciclo de violencia, así como proporcio­
nar herramientas que propicien la toma de deci­
siones informadas y encaminadas a construir un 
proyecto de vida en entornos libres de violencia.16 
Los cjm promueven un nuevo paradigma, mediante 
el cual las mujeres cuentan con mecanismos dis­
tintos y complementarios a la denuncia penal para 
el libre ejercicio de sus derechos. Entre los procesos 
más relevantes que contemplan encontramos el 
apoyo en áreas de psicología y trabajo social, prác­
ticamente desde el momento de llegada, así como 
el apoyo en áreas de empoderamiento social pa­
ra emprender un oficio, estudios y cualquier otro 
mecanismo que le permita a las mujeres salir del 
ciclo de violencia en el que se encuentran. Incluso 
se le brinda asesoría jurídica para el proceso penal 
y para otros requerimientos acordes a sus necesi­
dades, como procedimientos civiles.

Actualmente, de acuerdo con la Comisión Nacio­
nal para Prevenir y Erradicar la Violencia Contra las 
Mujeres conavim, a nivel nacional operan 43 cjm en 
27 entidades federativas.17 La estructura y el meca­
nismo de operación de los cjm ha permitido atender 
y mejorar otras dificultades vinculadas al acceso a la 
justicia penal para mujeres, por ejemplo los casos en 
que los delitos de género son atendidos por perso­
nas en funciones de ministerio público y policiales 

para llevar a cabo acciones, en común acuerdo, des­
tinadas a la promoción y procuración de la igualdad 
entre hombres y mujeres. Por su parte, Inmujeres se 
encarga de coordinar dichas acciones y expedir las 
reglas para su organización y funcionamiento. Tam­
bién propone el Programa Nacional para la Igualdad 
entre Hombres y Mujeres, el cual toma en cuenta las 
necesidades de cada estado, con una visión a media­
no y largo alcance, e indica las líneas de acción prio­
ritarias. El snimh tiene como objetivo promover el 
desarrollo de programas y servicios que fomenten 
la igualdad entre hombres y mujeres, así como con­
tribuir a erradicar la discriminación coadyuvando 
a la modificación de estereotipos que discriminan 
y fomentan la violencia de género.

Sistema Nacional de Prevención, Atención, 
Sanción y Erradicación de la Violencia con-
tra las Mujeres (snpasevm). La Ley General de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 
crea el snpasevm, con el objetivo de coordinar el 
trabajo conjunto con todos los órdenes y niveles de 
gobierno en la promoción de las políticas públicas 
que se emitan en materia de erradicación de vio­
lencia contra la mujer, así como en la promoción 
de instrumentos de coordinación con las entidades 
federativas a que se refiere la ley. 

Unidades de género dentro de la adminis-
tración pública federal. Surgen debido a la 
falta de atención de las entidades y dependencias 
del gobierno estatal para incluir una perspectiva 
de género en el interior de los órganos. Las unida­
des de género en la administración pública federal 
constituyen un mecanismo necesario para encau­
zar acciones dentro de las instituciones.

Centros de Justicia para las Mujeres (cjm). 
Los cjm se crean en 2010 como un modelo de aten­
ción integral mediante el cual se busca dar res­
puesta a las obligaciones de México en materia 
de atención y prevención de violencia contra las 
mujeres, desde un enfoque completamente inte­
gral de las causas y consecuencias de la violencia 
y no sólo desde una visión punitiva del acceso a 
la justicia penal, y a partir de ellos en 2012 se es­
tablece un protocolo para las usuarias y víctimas 
que atiende.14 Un cjm es una institución que con­
centra “servicios interinstitucionales y especiali­
zados para facilitar el acceso a la justicia y brindar 
atención integral con perspectiva de género a las 
mujeres que han sido víctimas de los delitos rela­
cionados con la violencia de género”.15 La mayoría 

En la investigación, persecución 
y juicio de los delitos, la perspec-
tiva de género debe traducirse 
en hacer realidad el derecho a la 
igualdad, para garantizar el acce-
so a la justicia y remediar situa-
ciones asimétricas de poder.
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género ha sido objeto de distintas visiones, respec­
to a qué debe considerarse un real y efectivo acceso 
a la justicia y en qué medida los delitos de violen­
cia contra las mujeres y la discriminación tienen 
una sola afectación hacia la víctima que directa­
mente resiente la conducta y son también cuestión 
de interés público y política criminal. Para ello, re­
sultaría efectivo precisar a qué nos referimos en el 
derecho penal, con delitos de violencia de género o 
que pueden estar asociados a un delito de género. 
Entre los delitos más recurrentes encontramos los 
de mayor complejidad y mayor grado de afectación 
a bienes jurídicos mayores, tales como el femini­
cidio, la violación y la trata de personas, así como 
aquellos que en principio pudieran ser de menor 
impacto, pero que se encuentran vinculados regu­
larmente a ciclos de violencia (que muy posible­
mente va a escalar) tales como: violencia familiar, 
acoso sexual, abuso sexual, hostigamiento sexual e 
incumplimiento de obligaciones alimentarias. En 
ambos casos el acceso a la justicia penal enfrenta 
difi cultades que se ven refl ejadas en la adecuada 
obstaculización de las labores de investigación e 
impartición de justicia. Asimismo, de conformi­
dad con la Ley General de Acceso de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia, en su articulo 6, la 
violencia contra la mujer puede clasifi carse como 
describe la Tabla 3.

Estereotipos y ausencia de perspectiva de 
género en el curso de la investigación. En 
cualquier tipo de violencia contra la mujer, el re­
to desde el inicio de la investigación de un delito 
está vinculado a los desafíos que para las opera­
doras y los operadores implica actuar de manera 
correcta, con perspectiva de género y evitando to­
da clase de estereotipos que puedan derivar en la 
omisión e inactividad de la investigación, es decir 
actuar con debida diligencia. Por ejemplo, en los 
casos documentados durante la sentencia del cam­
po algodonero, la cidh consideró en su informe 
temático sobre “Acceso a la Justicia para Mujeres 
Víctimas de Violencia”, que la infl uencia de patro-
nes socioculturales discriminatorios puede dar como 
resultado una descalifi cación de la credibilidad de la 
víctima durante el proceso penal en casos de violencia 
y una asunción tácita de responsabilidad de ella por 
los hechos, ya sea por su forma de vestir, por su ocu-
pación laboral, conducta sexual, relación o parentesco 
con el agresor, lo cual se traduce en inacción por par-
te de los fi scales, policías y jueces ante denuncias de 
hechos violentos,21 es decir que omiten actuar con 
la debida diligencia y generar todas la líneas de 

adscritos directamente a realizar estas funciones en 
los cjm, lo que regularmente implica mayor grado de 
especialización y sensibilidad de quienes realizan 
tales actividades. Asimismo, existen casos en Hi­
dalgo, Zacatecas y Jalisco,18 donde los cjm cuentan 
con salas de audiencias de proceso penal, así como 
juzgadoras que frecuentemente atienden dichas 
cuestiones, por lo que su grado de sensibilización 
y conocimiento en materia de perspectiva de géne­
ro impacta con mayor relevancia. Entre los casos de 
mayor éxito que han sido detectados en la práctica 
como parte del esquema de atención integral de los 
cjm destacan los de Coahuila, Zacatecas, Hidalgo y 
Sonora.19 No obstante, también debe considerarse 
que, de acuerdo con el informe sobre el estado de 
esta política pública a nivel nacional,20 se detecta­
ron diversas áreas de oportunidad que deberían ser 
atendidas para lograr su consolidación e impulso, 
entre ellas destacan:
•  Falta de homogeneidad entre los cjm respecto 

a su naturaleza jurídica, dependencia de ads­
cripción, recursos económicos y humanos, así 
como herramientas operativas. 

•  Ausencia de estándares mínimos que garanti­
cen el buen funcionamiento de los cjm, para 
aplicarlos con fl exibilidad y respetar los dife­
rentes contextos; por ejemplo, la existencia de 
un marco jurídico sólido con los elementos bá­
sicos del cjm, idealmente una ley para evitar 
que desaparezcan con la voluntad política. 

•  Falta de protocolos y manuales que establezcan 
las funciones del personal del cjm. 

•  Necesidad de establecer modelos claros de di­
seño operativo de los cjm. 

•  Romper la insistencia en que la mujer desem­
peñe roles tradicionales, pues hay evidencia de 
prácticas que promueven estereotipos y roles 
tradicionales de las mujeres, reiterando su per­
tenencia a una familia de la que muchas veces 
tiene que huir para salvaguardar su vida.

Además se han detectado importantes áreas de 
oportunidad, como la falta de coordinación entre 
las direcciones de los cjm y las unidades del minis­
terio público adscritas a ellos, cuando dependen de 
la propia fi scalía o procuraduría, así como la falta 
de capacidades institucionales para brindar aten­
ción de manera efi caz y efectiva.

Acceso a la justicia penal para las mujeres 
víctimas de violencia 
El concepto y el resultado esperado sobre el acceso 
a la justicia de las mujeres víctimas de violencia de 
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Lo anterior da como resultado que, en muchas 
ocasiones, cuando la víctima acude a presentar 
una denuncia lo hace únicamente para que cesen 
los actos de violencia, a través de la imposición 
de medidas de protección por parte del ministerio 
público.23 En otros casos, pese a buscar de manera 
objetiva que se logre la adecuada investigación y 
sanción de los delitos en un primer momento, una 
vez que la víctima vuelve a la fase de “reconcilia­
ción” con el agresor dentro del ciclo de violencia, 
se niega a continuar colaborando y a aportar datos 
e información para su procedimiento penal. En los 
casos más extremos, ya frente a un órgano jurisdic­
cional se retractan de lo señalado ante el ministerio 
público o la policía, para evitar que el procedimien­
to continúe. Este rubro es fundamental por varios 
aspectos. En principio, porque si el motivo gene­
rador de la violencia del perpetrador a la víctima 
no es atendido de manera efectiva, principalmente 
a través de atención psicológica, existen amplias 
posibilidades de que el acto de violencia se repita 
en eventos mucho más graves, llegando incluso a 
la muerte de la víctima por feminicidio. 

Si bien existen criterios del Poder Judicial de la 
Federación en los que se establece que el análisis 
de las normas que admiten el perdón de la vícti­
ma en delitos de violencia familiar se debe abordar 
con perspectiva de género y sobre una situación 
clara de desventaja,24 en la práctica resulta que no 
existen criterios legislativos homologados a nivel 
nacional que establezcan en qué casos es posible 
que la investigación o el proceso puedan darse por 
terminados a causa del perdón de la víctima, o por 
el contrario si el delito es de carácter oficioso,25 por 
lo que deberá ser investigado y perseguido por el 

investigación, de manera inmediata, con el prin­
cipal objetivo de localizar a las víctimas con vida.

Así, pese a que tales obligaciones han sido reite­
radas por todo el marco jurídico nacional, y a los 
propios criterios emitidos por el Poder Judicial de 
la Federación, estas medidas de política pública 
no han logrado permear de manera efectiva en to­
das las personas que operan el sistema de justicia 
penal, provocando, en principio, la falta de la de­
bida diligencia en las investigaciones, así como la 
revictimización para las víctimas o sus familias, 
al ser prácticamente hostigadas e intimidadas por 
los funcionarios públicos, al grado de insinuar que 
tuvieron alguna culpa o motivaron encontrarse en 
dicha situación, con motivo de su propio actuar 
precedente, lo cual resulta a todas luces violatorio 
de sus derechos humanos. 

Ciclo de violencia de las víctimas. A diferen­
cia de lo que ocurre en la mayoría de los delitos, 
en los de género, especialmente en los asociados 
a violencia familiar e incumplimiento de obli­
gaciones alimentarias, así como algunos casos 
de violación o feminicidio, es recurrente que las 
víctimas directas o indirectas tengan una relación 
de cariño y apego con el agresor. Esta particula­
ridad tiene importantes implicaciones para efec­
tos de una adecuada investigación y persecución 
del delito. Por ejemplo, en todas las 166,532 inves­
tigaciones iniciadas por violencia familiar entre 
enero y noviembre de 201822 se establece que el 
agresor es alguien con quien la víctima tiene una 
relación personal, con quien posiblemente tiene 
hijos e incluso, en algunos casos, de quien depen­
de económicamente. 

Tabla 3
Tipos de violencia contra la mujer

Psicológica Cualquier acto u omisión que dañe la estabilidad psicológica, que puede consistir en: negligencia, abandono, 
descuido reiterado, celotipia, insultos, humillaciones, devaluación, marginación, indiferencia, infidelidad, 
comparaciones destructivas, rechazo, restricción a la autodeterminación y amenazas, las cuales conllevan a 
la víctima a la depresión, al aislamiento, a la devaluación de su autoestima, e incluso al suicidio.

Física Es cualquier acto que inflige daño no accidental, usando la fuerza física o algún tipo de arma u 
objeto que pueda provocar o no lesiones, ya sean internas, externas o ambas.

Patrimonial Es cualquier acto u omisión que afecta la supervivencia de la víctima. Se manifiesta en: la transformación, sustracción, 
destrucción, retención o distracción de objetos, documentos personales, bienes y valores, derechos patrimoniales o recursos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades y puede abarcar los daños a los bienes comunes o propios de la víctima.

Económica Es toda acción u omisión del agresor que afecta la supervivencia económica de la víctima. Se manifiesta 
a través de limitaciones encaminadas a controlar el ingreso de sus percepciones económicas, así como 
la percepción de un salario menor por igual trabajo, dentro de un mismo centro laboral.

Sexual Es cualquier acto que degrada o daña el cuerpo o la sexualidad de la víctima y que por tanto atenta 
contra su libertad, dignidad e integridad física. Es una expresión de abuso de poder que implica 
la supremacía masculina sobre la mujer, al denigrarla y concebirla como objeto. 
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aislada, no como parte de una problemática social 
basada en la discriminación por motivos de género, 
y en 47% no valoraron las situaciones de violencia 
que se advertían de manera explícita en el relato 
de las mujeres.27 

El informe relata cómo en la sentencia 46­2017, 
emitida por el Poder Judicial de Yucatán, se con­
denó a un hombre a más de tres años de cárcel por 
violencia familiar y lesiones graves, al haber clava­
do un cuchillo a su pareja en el pecho, el abdomen 
y el cuello, cuando en realidad se trató de una ten­
tativa de feminicidio. El referido informe enfatiza 
que, a la fecha, es alarmante la frecuencia con que 
sentencias judiciales discriminan en vez de juzgar, 
toleran violencia en lugar de garantizar derechos y 
abandonan en vez de proteger a las mujeres. En es­
te contexto, es importante señalar que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación cuenta con un Proto­
colo para Juzgar con Perspectiva de Género,28 en el 
que se detallan importantes criterios para que los 
juzgadores tomen en consideración al resolver. Sin 
embargo, de su análisis se advierte que aún ado­
lece de criterios armonizados y enfocados con la 
impartición de justicia, bajo las reglas aplicables al 
sistema de justicia penal acusatorio, con reglas de 
muy diversa naturaleza respecto de las que aplican 
al sistema tradicional. 

Decálogo contra las malas prácticas hacia   
las mujeres al denunciar un delito
Como parte de todas las problemáticas abordadas, 
se ha generado una guía que puede ser utilizada 
por usuarias o personas que operan el sistema de 
justicia penal, en la cual se enfatizan las princi­
pales defi ciencias que sufren las mujeres ya sea 
como víctimas o acusadas de un delito durante el 
curso de un procedimiento penal por ausencia de 
perspectiva de género, a fi n de contribuir al cono­
cimiento y a su empoderamiento ante los procedi­
mientos penales. A partir de esta guía sintetizamos 
el siguiente decálogo, como un instrumento prác­
tico de orientación:
1.  Discriminación al denunciar (Artículos 10, 

212 y 269 del Código Nacional de Procedimien­
tos Penales (cnpp), 51 y 52 de la lgamvlv). Con 
frecuencia, las mujeres que denuncian actos de 
violencia son revictimizadas, estigmatizadas y 
señaladas por las propias autoridades encarga­
das de recibir sus denuncias e iniciar una in­
vestigación. Se ha detectado que al interponer 
una denuncia, las mujeres son cuestionadas e 
intimidadas respecto de su género y estereoti­
pos culturalmente arraigados en la sociedad.

ministerio público hasta sus últimas consecuen­
cias jurídicas, con independencia de si es o no 
deseo de la víctima continuar con dicho procedi­
miento. Esta diversidad de visiones, incluso al día 
de hoy, no presentan criterios homologados en el 
sector académico sobre lo que debe de tener más 
valor para el efecto de las determinaciones proce­
sales: el deseo de la víctima o el bien mayor, al que 
están obligadas las autoridades como garantes del 
irrestricto respeto a los derechos humanos, espe­
cialmente considerando con perspectiva de género 
la circunstancia en la que se encuentra la víctima.

Desde esta particular óptica y tomando en con­
sideración el contexto de violencia sistemática o 
generalizada que enfrentan las mujeres en nuestro 
país, se debe privilegiar en la toma de decisiones el 
deber de resguardar la vida y la integridad de la vícti­
ma, sobre cualquier otro derecho que como víctima 
le asista. Sin embargo, incluso en los casos en que 
por disposición legal los delitos de violencia fami­
liar, violación entre cónyuges o incumplimiento de 
obligaciones alimentarias son de carácter ofi cioso, 
sin la adecuada investigación y persecución, se en­
frentan una diversidad de retos y difi cultades, pues 
sin la colaboración y participación de la víctima —y 
al ser los dos primeros delitos de realización oculta, 
en donde se requiere contar con relatos, evidencia, e 
incluso dictámenes periciales aportados por la pro­
pia víctima— es muy probable que el caso quede en 
un estado de impunidad.

Ausencia de perspectiva de género en la va-
loración judicial. Al igual que durante la in­
vestigación, el acceso a la justicia de las mujeres 
víctimas de delitos de violencia de género enfren­
ta importantes complejidades para lograr su judi­
cialización, ya que, al encontrarse el caso ante el 
orden judicial, deben aplicarse los requerimien­
tos de perspectiva de género para la valoración y 
aplicación de las normas. Como evidencia de es­
tas importantes áreas de oportunidad, la iniciativa 
Ciudadanización de la Justicia, creada por diferen­
tes asociaciones civiles26 monitoreó y evaluó en su 
primer informe denominado “No es justicia”, que 
de 110 sentencias o resoluciones judiciales emiti­
das en ocho diferentes entidades federativas 85% 
no consideraron cómo infl uyeron los estereoti­
pos de género o las características de identidad de 
las personas involucradas en el caso, ya fuera en 
los hechos o en la generación del confl icto que se 
presentó ante la persona juzgadora. En 80% de los 
casos las personas juzgadoras analizaron las situa­
ciones de violencia contra las mujeres de manera 
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inicia una nueva investigación aislada de la pre­
via, en lugar de incorporarla como registro de la 
investigación, o en su defecto posteriormente 
decretar la acumulación, es decir, en caso de 
que existan dos o más expedientes sobre el mis­
mo caso, juntarlos en uno solo y continuar con 
la investigación.

6. 	 Inspecciones y dictámenes (Artículos 269, 
368, 369 y 370 del cnpp). Todas las inspeccio­
nes, dictámenes periciales y estudios cientí­
ficos fundamentales para la investigación y 
persecución de los delitos de violencia contra 
la mujer (especialmente los sexuales), deben 
llevarse a cabo con el consentimiento informa­
do de la víctima, con respeto a sus derechos 
humanos y bajo reglas que eviten a toda costa 
su revictimización. En muchos casos la falta de 
adecuados dictámenes periciales tiene como 
resultado una débil investigación que genera 
impunidad.

7. 	 Falta de judicialización (Artículos 253 al 256 
del cnpp, aplicación de archivo temporal, no 
ejercicio de la acción penal o abstenciones de 
investigar por falta de impulso procesal de las 
víctimas). En los delitos de violencia cometi­
dos contra las mujeres, resulta recurrente que 
las víctimas dejen de interponer acciones o 
de acudir a dar seguimiento al curso de sus 
investigaciones por miedo o el deseo de no 
afectar a personas con quienes tienen o han 
tenido alguna relación sentimental. Sin em­
bargo, en caso de que los delitos cometidos 
sean de carácter oficioso, la falta de interés 
por parte de la víctima no puede ser conside­
rada como una razón para archivar o deter­
minar la investigación. 

8. 	 Tipificación de los delitos cometidos en 
contra de mujeres (Códigos penales federal 
y de las entidades federativas). Los delitos de 
violación o abuso sexual deben ser tipifica­
dos con independencia de la relación de pareja 
o parentesco que exista entre la víctima y el 
agresor. El ministerio público no debe consi­
derar y tipificar estos hechos sólo como vio­
lencia familiar.

9. 	 Perspectiva de género al emitir una senten-
cia (Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mu­
jer, Protocolo de género para la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la 
mujer, Protocolo para Juzgar con Perspectiva 
de Género de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación). La resolución de una sentencia en 

2. 	 Medidas de protección (Artículos 137 y 139 del 
cnpp, 29, 30 y 31 de la lgamvlv). En los actos de 
violencia contra las mujeres, resulta de vital im­
portancia que el ministerio público determine 
y ordene la imposición de las medidas de pro­
tección necesarias para resguardar la integri­
dad de la víctima. En ocasiones, las fiscalías que 
atienden casos relacionados con violencia de 
género no imponen medidas de protección, ya 
que erróneamente se ha interpretado que sólo 
aplican en casos de violencia familiar.

3. 	 Criminalización de los derechos de la mu-
jer (Código penales federal y de las entidades 
federativas, artículo 6 de la lgamvlv, Protocolo 
para Juzgar con Perspecti­
va de Género de la Supre­
ma Corte de Justicia de la 
Nación). Las mujeres son, 
frecuentemente, crimina­
lizadas por el ejercicio de 
sus derechos, como en el 
caso de repeler una agre­
sión cuando son víctimas 
de violencia o la crimina­
lización del aborto. Lo an­
terior obedece a que las 
investigaciones por parte 
de las personas en funcio­
nes de ministerio público 
carecen de perspectiva de 
género, lo cual provoca 
que no se tome en cuenta el contexto, los ante­
cedentes y aspectos fundamentales en la comi­
sión de delitos en contra de las mujeres.

4. 	 Investigación de feminicidios (Artículos 
212, 2013, 214 y 325 del cnpp, Sentencias de la 
cidh y Tesis: 1a. CLXI/2015 (10a.) caso Mariana 
Lima).29 El feminicidio es de los delitos más 
graves que atenta contra el ejercicio de los de­
rechos de las víctimas, sin embargo, el MP y la 
policía no siempre llevan a cabo un adecuado 
plan de investigación ni atienden los protoco­
los de actuación existentes, provocando una 
incorrecta clasificación jurídica del delito y 
evitando que se tenga un real y efectivo acceso 
a la verdad y a la justicia.

5. 	 Acumulación de expedientes (Artículo 30 
del cnpp). En los delitos de violencia cometi­
dos contra las mujeres resulta recurrente que 
el mismo imputado realice diversas agresio­
nes en contra de la víctima. Sin embargo, se ha 
identificado que cada vez que la mujer acude 
a presentar la denuncia, el ministerio público 

Algunos de los casos de 
éxito identificados como 

mejores prácticas en la 
atención, investigación, 

sanción y prevención 
de delitos de género se 
encuentran vinculados 
con los Centros de Jus-

ticia para la Mujeres.
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• La atención de las causas generadoras de esta 
violencia, a fi n de que la estrategia no sea me­
ramente punitiva sino también preventiva. 

• El desconocimiento de las usuarias de sus dere­
chos y las particularidades con las que deben de 
ser atendidos los casos de violencia de género. 

Como aspectos sumamente positivos, destaca la 
existencia de un sólido marco jurídico y una ex­
traordinaria visión e implementación de justi­
cia integral, a través del acompañamiento que se 
brinda por los cjm. Sin embargo, esta política de­
be ser fortalecida y articulada de manera efectiva 
con el sistema de justicia penal, para que pueda 
generar un mecanismo efectivo y lograr el verda­
dero acceso a la justicia de las mujeres. Sin el afán 
de pretender ser exhaustiva sobre todas las pro­
blemáticas y temas que deben conocer las usua­
rias del sistema de justicia penal, nuestra guía de 
usuarias busca que éstas tengan un conocimiento 
más claro de sus derechos, para poder exigirlos y 
abonar al debate público nacional sobre diversos 
temas en los que, incluso en el sector académi­
co y jurídico, faltan consensos generalizados. La 
idea es dotar de certeza jurídica a las operadoras 
y los operadores del sistema de justicia penal, 
pero sobre todo a las víctimas y acusadas por es­
tos delitos.  EP

1  cidh, caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. Mé­
xico (sentencia del 16 de noviembre de 2009). Ver pár. 212.

2 Sentencias de la cidh como Campo Algodonero, Inés Fer­
nández Ortega y Valentina Rosendo Cantú.

3 Alerta de Violencia de Género contra la Mujeres, disponible 
en gob.mx/conavim/articulos/guia­practica­alerta­de­vio­
lencia­de­genero­contra­las­mujeres­avgm. 

4 El total de investigaciones asociadas con violencia de género 
fue de 234,586 y la incidencia delictiva nacional de 185,8260. 
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, Centro Nacional de Información, instrumento para 
el registro, clasifi cación y reporte de delitos y las víctimas 
CNSP/38/15, Incidencia delictiva del fuero común nacional 
2018, disponible en secretariadoejecutivo.gob.mx/docs/pd­
fs/nueva­metodologia/CNSP­Delitos­2018ene19.pdf.

5 onu Mujeres México, disponible en mexico.unwomen.
org/es/noticias­y­eventos/articulos/2018/11/violencia­con­
tra­las­mujeres, última visita 4 de marzo de 2019.

6 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer. Examen de los informes presentados por los Estados 
partes en virtud del artículo 18 de la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer. Noveno informe periódico que los Estados partes 
debían presentar en 2016. México* CEDAW MEX 2017­CE­
DAW/C/MEX/9.

7 Los siguientes porcentajes agregados suman más de 100% 
debido a la construcción del cuestionario. Al formular y 

la que se encuentre vinculada una mujer ya sea 
como víctima del delito o como acusada, debe 
resolverse con reglas de argumentación en la 
interpretación orientadas por la perspectiva de 
género, con el objetivo de superar las relacio­
nes asimétricas y las situaciones estructurales 
de desigualdad que histórica y culturalmente 
impactan a las mujeres.

10. Ejecución de sanciones penales (Artículo 
144 de la Ley Nacional de Ejecución Penal). La 
prisión como sanción para las mujeres tiene 
importantes impactos no sólo para ellas, sino 
también para sus hijos, generando una pena 
que trasciende a la sentenciada, con efectos 
perjudiciales para la reinserción y la recons­
trucción del tejido social ante las consecuen­
cias causadas por el delito. En ese sentido, la 
ley prevé un caso de excepción para que el juez 
de ejecución pueda sustituir la pena privativa 
de la libertad por alguna otra pena o medida de 
seguridad no privativa de la libertad, cuando 
la acusada tenga hijas e hijos menores de 12 
años de edad, o bien tengan una condición de 
discapacidad que no les permita valerse por sí 
mismos y la persona privada de la libertad sea 
su cuidadora principal o única cuidadora, así 
como algunos otros requisitos. Sin embargo, 
en la práctica se ha detectado la baja aplicación 
de esta alternativa a la prisión.

Conclusiones
La violencia contra las mujeres que recae en el ám­
bito criminal es una tendencia a violar sus dere­
chos humanos que no ha podido ser erradicada ni 
contenida de manera efectiva a través de las distin­
tas políticas públicas implementadas. Estas desa­
fortunadas condiciones se complementan con un 
círculo vicioso de impunidad generado por: 
• Un doble discurso de simulación entre el inte­

rés de generar medidas de atención, pero a la 
vez no dotar a las autoridades competentes de 
las capacidades institucionales, capacitación 
y sensibilización necesarias para atender esta 
problemática como una prioridad nacional. 

• Las difi cultades procesales que implica la aten­
ción de delitos de género y sus particularida­
des respecto a la investigación y persecución 
de otra clase de delitos, en algunos casos des­
conocidas o invisibilizadas por las autoridades. 

• La ausencia de efectividad en los mecanismos 
de apoyo y contención que acompañan el pro­
cedimiento penal, como apoyo psicológico, 
empoderamiento y apoyo social. 
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